El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:

Auto  - Apelación -11 de enero de 2018 – Niega nulidad- Revoca – Ordena darle trámite
Radicación Nro. :
  
66170-31-03-001-2014-00090-01
Demandante:

Gilberto de Jesús Castro Roldán.
Demandado: 

Luz Amparo López López
Proceso:


Ejecutivo

Magistrado Ponente:
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 


NULIDAD DE LA ACTUACIÓN POR LA CAUSAL 8ª DEL ARTÍCULO 133 DEL CGP, QUE SE REFIERE A LA INDEBIDA NOTIFICACIÓN DEL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA A PERSONAS DETERMINADAS, O EL MANDAMIENTO DE PAGO. / REVOCA / ORDENA DAR TRÁMITE A LA NULIDAD -  Fácilmente se observa, por la redacción del artículo 455, que se trata de una situación especial, relacionada, exclusivamente, con que se haya desviado el procedimiento atinente al remate de los bienes, eso y nada más. Es decir, la omisión o trasgresión de las reglas previstas en los artículos 448 a 452.  Y cuando la norma agrega que las solicitudes de nulidad que se formulen después de la almoneda no serán oídas, ciertamente prevé una de las tantas formas de saneamiento que establece el artículo 136 del mismo estatuto, con lo cual, si se propusieran, no quedaría alternativa distinta a la que indica el artículo 135, esto es, su rechazo de plano. 

Pero, es evidente que este saneamiento de que trata el artículo 455, está relacionado, de manera también exclusiva, con las irregularidades que afecten el remate de los bienes, y nada tiene que ver con otras nulidades que puedan afectar el proceso mismo, a menos, claro está, que por causa de la venta en pública subasta, se le ponga fin al proceso, si se satisface plenamente la obligación, que no es lo que en este caso ha ocurrido, porque, se insiste en ello, el asunto aún está en trámite. 

Si lo anterior es así, se concluye que hay un dislate en la decisión que se revisa, por cuanto, como bien lo plantea el recurrente, la nulidad que está invocando no deriva de la falta de solemnidades previas al remate, sino de la indebida notificación del mandamiento ejecutivo. Y esta causal, dice el artículo 134 del CGP, puede alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con posterioridad a la orden de seguir adelante la ejecución, mientras no haya terminado por el pago total a los acreedores o por cualquier otra causa legal. 

De allí que, a riesgo de insistir, ya que este proceso no ha terminado por ninguna de las causas previstas en la Ley, nada se opone a que se le dé trámite a la nulidad impetrada, sea cual fuere su resultado, lo cual solo podrá analizarse al momento de su resolución. 

Por cierto, a modo de precisión, en el sistema procesal anterior, una nulidad se tramitaba como incidente, según que tuviera práctica de pruebas o no; en el actual, en ningún caso se tramita incidente, como equivocadamente se menciona en el auto apelado. 

Como consecuencia de lo dicho, se revocará el auto protestado y se dispondrá lo pertinente. Como el recurso sale avante, no habrá condena en costas.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

                   SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, enero once de dos mil dieciocho
Expediente 66170-31-03-001-2014-00090-01

Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto contra el auto del 22 de agosto de 2017, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso ejecutivo que Gilberto de Jesús Castro Roldán le promovió a Luz Amparo López López.




ANTECEDENTES
En este proceso, que aún está en trámite, la ejecutada, por medio de apoderado judicial, solicitó que se declarara la nulidad de la actuación por la causal 8ª del artículo 133 del CGP, que se refiere a la indebida notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas, o el mandamiento de pago. 

A esa petición recibió como respuesta, en auto del 22 de agosto de 2017, el rechazo de plano “del presente incidente de nulidad”, en atención a que, según la funcionaria, sería procedente adelantar su trámite “si no fuera porque para el caso particular de haberse realizado la adjudicación del remate, existe norma que establece que las irregularidades que puedan afectar la validez del remate se consideran saneadas si no son alegadas antes de la adjudicación y en consecuencia las solicitudes de nulidad que se formulen después de ésta (sic), no serán oída (sic), artículo 455 Código General Proceso…”. 

La interesada recurrió en apelación, por cuanto la nulidad que se depreca no es por las formalidades del remate, sino por la indebida notificación de la demandada, en vista de que el proceso no ha terminado por pago. 

En esta sede se puso en conocimiento de la parte ejecutante una nulidad, derivada de la falta de traslado para replicar el recurso; en lugar de pedir su declaración, se pronunció sobre la alzada. Es decir, que la irregularidad quedó saneada. 

CONSIDERACIONES

Corresponde a la Sala resolver si acertó la funcionaria de primer grado al rechazar de plano la nulidad propuesta por la demandada o si, como esta sostiene, debe dársele trámite para resolver de fondo la cuestión. 

Sea lo primero señalar que la alzada es procedente en los términos del artículo 321-9 del CGP. 

En el sistema procesal civil colombiano, tradicionalmente ha imperado como regla la taxatividad en algunas de las instituciones que lo conforman. Ejemplo claro de ello ha sido lo que concierne a las nulidades, que estaban sometidas a tal restricción en el Código de Procedimiento Civil, y lo están ahora, con el Código General del proceso. 

Precisamente, al margen de la regla que trae el artículo 29 de la CN, reiterado en el artículo 14 del nuevo estatuto procesal, según la cual, toda prueba obtenida con violación del debido proceso es nula de pleno derecho, las causales de anulación en un proceso están previstas concretamente en el artículo 133 del Código, sin perjuicio de considerar otras específicas circunstancias, por ejemplo, (i) que el juez o los magistrados que conozcan del proceso, no presidan la audiencia respectiva (art. 107); (ii) que venza el término de duración razonable del proceso sin que se dicte sentencia (art. 121); y, para lo que atañe a este caso, (iii) que se cometan irregularidades que puedan afectar la validez del remate de bienes (art. 455). 

Fácilmente se observa, por la redacción del artículo 455, que se trata de una situación especial, relacionada, exclusivamente, con que se haya desviado el procedimiento atinente al remate de los bienes, eso y nada más. Es decir, la omisión o trasgresión de las reglas previstas en los artículos 448 a 452.  Y cuando la norma agrega que las solicitudes de nulidad que se formulen después de la almoneda no serán oídas, ciertamente prevé una de las tantas formas de saneamiento que establece el artículo 136 del mismo estatuto, con lo cual, si se propusieran, no quedaría alternativa distinta a la que indica el artículo 135, esto es, su rechazo de plano. 

Pero, es evidente que este saneamiento de que trata el artículo 455, está relacionado, de manera también exclusiva, con las irregularidades que afecten el remate de los bienes, y nada tiene que ver con otras nulidades que puedan afectar el proceso mismo, a menos, claro está, que por causa de la venta en pública subasta, se le ponga fin al proceso, si se satisface plenamente la obligación, que no es lo que en este caso ha ocurrido, porque, se insiste en ello, el asunto aún está en trámite. 

Si lo anterior es así, se concluye que hay un dislate en la decisión que se revisa, por cuanto, como bien lo plantea el recurrente, la nulidad que está invocando no deriva de la falta de solemnidades previas al remate, sino de la indebida notificación del mandamiento ejecutivo. Y esta causal, dice el artículo 134 del CGP, puede alegarse en el proceso ejecutivo, incluso con posterioridad a la orden de seguir adelante la ejecución, mientras no haya terminado por el pago total a los acreedores o por cualquier otra causa legal. 
De allí que, a riesgo de insistir, ya que este proceso no ha terminado por ninguna de las causas previstas en la Ley, nada se opone a que se le dé trámite a la nulidad impetrada, sea cual fuere su resultado, lo cual solo podrá analizarse al momento de su resolución. 

Por cierto, a modo de precisión, en el sistema procesal anterior, una nulidad se tramitaba como incidente, según que tuviera práctica de pruebas o no; en el actual, en ningún caso se tramita incidente, como equivocadamente se menciona en el auto apelado. 

Como consecuencia de lo dicho, se revocará el auto protestado y se dispondrá lo pertinente. Como el recurso sale avante, no habrá condena en costas. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, REVOCA el auto del 22 de agosto de 2017, proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en este proceso ejecutivo que Gilberto de Jesús Castro Roldán le promovió a Luz Amparo López López.

En su lugar, se dispone darle trámite a la nulidad planteada por la demandada, por medio de apoderado judicial. El traslado y las demás actuaciones se surtirán ante el Juzgado de primera instancia, una vez se ordene estar a lo aquí dispuesto. 

Sin costas.
   



Notifíquese 





El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

